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			INTRODUCCIÓN

			El operador jurídico administrativo en la actualidad –llámese juez, funcionario, abogado o asesor– debe tener un alto grado de especialización y porqué no, detentar una técnica particular para el desarrollo de sus singulares y cotidianas actividades. La especialización se ha convertido en un requerimiento fundamental, que pareciera muchas veces invitar a desanimar las referencias jurídicas generales por una parte y, por la otra, a propiciar una profundización cargada de componentes técnicos.

			Esta tendencia se aprecia mejor con un referente jurídico privado que en términos históricos, de manera casi obligada han tenido las instituciones del derecho administrativo. Lo “novedoso” de estas ha sido el régimen administrativo, frente a situaciones y relaciones reguladas de antaño por el derecho privado o más genéricamente por el derecho común; por eso esa “novedad” se ha hecho relativa frente a una construcción paralela de instituciones publicas y privadas, donde las primeras son muchas veces adaptación de las segundas, a requerimientos propios de una disciplina más joven y consecuentemente más inmadura como el derecho administrativo.

			La especialización se ha convertido entonces en el motor del proceso de madurez del derecho administrativo; un proceso sin dudas inacabado, que pareciera demostrar unos sustentos teóricos y prácticos contundentes, pero también que no va a terminar con la independencia absoluta del derecho administrativo frente al derecho común, sino por el contrario, consciente de ese paralelismo, lo robustece en algunas oportunidades o lo debilita en otras, tomando para sí, situaciones y relaciones nuevas o dejándolas y abandonándolas para su reinserción en el derecho común respectivamente.

			La convicción de algunos de que el proceso de madurez iba a terminar de manera definitiva con una clara distinción entre el derecho administrativo y el derecho común se ha visto frustrada en tiempos recientes, en los que distintas situaciones demuestran una barrera muy débil entre lo público y lo privado, y realidades específicas demandan tratamientos jurídico –administrativos o jurídico– privados sin aparentes criterios teóricos y hasta prácticos que logren justificar esa tendencia.

			No en vano “el derecho administrativo se está acabando” o “el derecho administrativo está huyendo hacia el derecho privado” o “el derecho administrativo está asumiendo espacios considerados como fortines privados” son frases cada vez más comunes en la producción doctrinaria reciente y cuyo fondo con más o menos pasiones, no es otro que el de la debilidad de la barrera entre lo público y lo privado en los actuales momentos de los estados modernos. Este fondo alcanza entonces variantes revanchistas, envidiosas, celosas, pesimistas, entre un sinnúmero de sensaciones y emociones que este fenómeno trae consigo, fruto muchas veces de la falsa convicción que produjo la construcción teórica del derecho administrativo.

			Y es que para entender, pero sobre todo para darle vigencia y futuro a este “proceso de especialización” que es para nosotros el derecho administrativo, se hace necesario tener claridad sobre unas bases o fundamentos teóricos. De no ser así, el derecho administrativo no será otra cosa que un conjunto de normas desordenadas y dispersas que fundadas en la arbitrariedad del legislador, regulan situaciones de manera distinta a la convencional (derecho común), sin lograr explicar esta distinción y este sustento y haciendo pensar permanentemente en caprichos, necedades e intuiciones que en absoluto son coherentes con la actualidad y vigencia del fenómeno estatal.

			Estas bases o fundamentos teóricos, como se muestra, deben construirse con ocasión de la apreciación juiciosa del proceso evolutivo aludido, de modo que los cambios permanentes que ocurren en la barrera del derecho administrativo y el derecho privado también mencionados, puedan ser comprendidos y se pueda vislumbrar de modo coherente el presente y el futuro de una disciplina denominada derecho administrativo.

			Sin embargo, esta no ha sido siempre la lógica de los fundamentos teóricos del derecho administrativo; estos muchas veces han sido importados sin atender juicios sobre las particulares realidades estatales e inclusive sobre las particulares realidades constitucionales; se han concebido en no pocas oportunidades como construcciones teóricas desentendidas de la práctica y de las manifestaciones especiales normativas que produjeron una desconexión absoluta entre las partes general y especial del derecho administrativo; en otras, se han esgrimido como construcciones dogmáticas sin fundamentos prácticos y con pretensiones universalistas.

			Así, con el presente trabajo pretendemos esgrimir unos fundamentos del derecho administrativo que consideramos necesarios para comprender el presente y vislumbrar el futuro de una producción normativa con personalidad propia, con motivaciones y justificaciones suficientes para sustentar su identidad, con un indiscutible sustento en la Carta Constitucional y que aprecia similares construcciones del derecho común con el convencimiento de que no existe una barrera inquebrantable entre lo público y lo privado, pero sí una lógica capaz de comprender las retroalimentaciones y mutaciones de ambos órdenes normativos.

			No pretendemos sacar los fundamentos de la manga, pero tampoco los vamos a traer de manera inequívoca de otras latitudes. Pretendemos, pues, construirlos a partir de la especialidad normativa que muchas veces ofrece el derecho administrativo, su confrontación con la realidad constitucional, y la revisión de los orígenes y la formación de una disciplina que aunque reciente ha tenido un enorme desarrollo doctrinario.

			Fenómenos como los de las privatizaciones de no pocas entidades públicas, liberalizaciones de también no pocos sectores estratégicos, el monte y desmonte de monopolios, los desarrollos obsesivos por procesos de selección de contratistas que garanticen la objetividad, los cambios en el empleo público en materia de regímenes normativos, acceso a la carrera y responsabilidad de los empleados, la evolución en materia de responsabilidad contractual del estado, el nacimiento de acciones judiciales alternativas, los cambios en los roles del juez administrativo, no serán entendidos como retos del derecho administrativo y/o recientes transformaciones, sino más bien como realidades que dan forma a unos fundamentos teóricos de ellos, que a su vez sirven para entenderlos y atribuirles perspectiva.

			La revisión histórica que haremos de algunas instituciones del derecho administrativo tendrá un sentido crítico antes que descriptivo, para con ello tratar de aportar una herramienta adicional a la búsqueda de unos fundamentos teóricos del derecho administrativo, apoyados en la realidad normativa actual.

			Esta intención que esperamos cumplir a lo largo del libro, nos fuerza al seguimiento de una metodología crítica y propositiva frente a argumentos que tradicionalmente han tenido desarrollos históricos y descriptivos por parte de la doctrina nacional. Este no es un manual, sino una monografía elaborada con argumentos tradicionalmente desarrollados en este tipo de obras. Así, este trabajo es una invitación a la discusión académica, pero sobre todo un llamado de atención a la necesidad de adopción de una postura metodológica distinta para el estudio del derecho administrativo; una postura que creemos debe tomar los cambios no como retos, sino como realidades que a su vez sirven para dar sustento a nuestra disciplina.

			Para desarrollar esta iniciativa hemos tomado cinco argumentos que constituyen el contenido básico de nuestros fundamentos teóricos del derecho administrativo: la formación histórica de la disciplina jurídico administrativa; la administración pública como objeto del derecho administrativo; las actividades susceptibles de ser calificadas como administrativas; las actuaciones administrativas o concreción de lo anterior; y el control judicial sobre las actuaciones administrativas.

			Si se confronta esta propuesta temática con desarrollos doctrinarios tradicionales de unos fundamentos de derecho administrativo o derecho administrativo general sólo se echa de menos al argumento de las fuentes normativas del derecho administrativo, que no incluimos de manera deliberada y, en cierta medida, provocadora. Como pretendemos adelantar una construcción acorde con la realidad normativa existente, sobre todo la constitucional, que a su vez sirva de base para su utilización práctica, queremos comprender las fuentes de unos fundamentos del derecho administrativo, cada vez que resulte pertinente e inclusive posible, es decir, en la construcción doctrinaria de cada uno de los argumentos expuestos.

			Indicada la coincidencia entre los cinco temas propuestos para desarrollar este trabajo con argumentos tradicionales del estudio general de la disciplina jurídico administrativa, así como la pretensión monográfica antes que de manual, debemos mencionar que a cada tema le corresponderá un capítulo, en el que su estructura los hará parecer cinco ensayos, toda vez que cada uno partirá de un problema teórico que será planteado en su respectiva premisa, que será desarrollado a través de dos partes –dos literales–, seguida de una conclusión donde se intentará dar solución a la problemática que sirvió de fundamento.

			Este método y estructura del trabajo de ninguna manera quiere atender requerimientos metodológicos precisos, sino que la planteamos para no descuidar nuestro propósito principal de describir contenidos, únicamente con la intención de sentar posiciones, que ojalá puedan servir de referente para debates académicos.

			Así mismo, anunciamos desde ya que la identificación de los cinco problemas, con base en los cuales desarrollamos esta obra, no supone de ninguna manera una desarticulación de los mismos. Hay una secuencia lógica entre unos y otros, y las más de las veces, la solución del anterior, se convierte en requerimiento para la asunción del posterior.

			En este orden de ideas, en el primer capítulo atendemos el problema de la justificación del estudio del derecho administrativo, frente a la constatación histórica de la ausencia de un contenido material preciso o, si se quiere, de la indeterminación de su objeto. En el segundo se intentará resolver el problema del objeto del derecho administrativo en términos conceptuales relacionándolo con la administración pública de la que se deriva su denominación. Con esto pasamos a un tercer capítulo a intentar dar respuesta al problema de la identificación del contenido material que caracteriza su objeto; aspecto necesario para tratar de resolver en el cuarto capítulo el problema relativo a la presencia o no de ejercicio de poder público en el desarrollo de las actividades que suponen el objeto de nuestra disciplina; y finalmente, pasamos a analizar en el quinto capítulo las relaciones de este objeto con el de la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

			Como se observa, todo está orientado a desarrollar reflexiones en torno al objeto del derecho administrativo, aspecto fundamental para la comprensión suya como disciplina jurídica. Esta motivación general puede resultar para algunos “trajinada”; calificación esta que no compartimos con base en las motivaciones expuestas en esta introducción, y que por ende, nos llevan a tener la intensión, de promover la discusión académica al respecto, así como de servir de punto de referencia para la mejor revisión y comprensión de instituciones jurídico administrativas, por parte de los operadores de esta hermosa disciplina jurídica.

	
			I. GÉNESIS Y FORMACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			Premisa. El derecho administrativo y su urgencia conceptual por demostrarse diferente. El régimen jurídico administrativo y la disciplina jurídico administrativa.

			En confrontación con otras disciplinas jurídicas, el derecho administrativo en términos descriptivos tiene un origen menos espectacular. Mientras muchas de las consideradas en la actualidad disciplinas jurídicas o ramas del derecho han nacido con ocasión de la aparición o reconocimiento de nuevas relaciones interpersonales, o la inequívoca identificación de aceptación o reproche de algunos comportamientos humanos o de sujetos de derecho en general, el derecho administrativo se ha configurado a partir de una convicción –en absoluto homogénea sino más bien predicable de algunos– de un tratamiento jurídico diferenciado –en atención al convencional– a un sujeto o a unos sujetos de derecho, bien sea en razón de su esencia o naturaleza, o en atención a la actividad que desarrollaba o desarrollaban.

			No es entonces la apreciación de un conjunto de actividades o conductas que merecen ser reguladas desbordando las tradicionales fronteras del ejercicio de la autonomía de la voluntad e imponiendo límites a su ejercicio fundados en el orden público, lo que da origen a una especulación jurídico administrativa1, es la urgencia ideológica de regular situaciones tradicionalmente regladas por el derecho privado –o común para atender más exactamente las construcciones doctrinarias2– de modo distinto al convencional, convirtiéndose la distinción en el elemento diferenciador de esta aparente especulación ideológica con pretensiones teóricas.

			En consecuencia, podría decirse que la práctica de dictar reglas de manera atípica y poco convencional referentes a algunos comportamientos de los estamentos públicos es, en última instancia, el fenómeno que justifica y promueve la génesis de la construcción teórica de una disciplina que conocemos en la actualidad como derecho administrativo. Una evidente tradición sistémica puede entonces apreciarse, en el origen de nuestra materia, toda vez que es la especialidad y la cotidianeidad de las relaciones jurídicas fundadas en las normas, lo que propicia una construcción teórica –general– que a su vez pretende servir de base para la comprensión de la especialidad3.

			El reconocimiento de esta realidad conduce a una doble connotación del derecho administrativo; por una parte este será el conjunto de normas que de manera evidente dan un tratamiento jurídico distinto a las actuaciones –o algunas de ellas– de las instancias públicas y, por otra, será el conjunto de pautas teóricas que trazan la justificación y constituyen el derrotero o la base de la formación de estas normas jurídicas distintas.

			Un sector de la doctrina ha reconocido estas dos perspectivas del derecho administrativo como régimen administrativo, subsistema normativo jurídico administrativo o simplemente derecho administrativo; y ciencia del derecho administrativo o disciplina jurídico administrativa4. Su denominación fundada en la pretensión de identificar estos dos fenómenos en el origen del derecho administrativo nos es indiferente, lo que sí nos resulta relevante es insistir en la complementariedad y unidad de ambas perspectivas y que coincide con la premisa metodológica de este trabajo: no puede concebirse la parte general (fundamentos teóricos) sin atender lo especial (construcción jurídico positiva) y viceversa, y ambas partes conforman un todo denominado derecho administrativo5.

			Desde el momento de su aparición, ambas partes afrontaron el reto de la justificación de su diferencia frente a la concepción jurídica convencional de regular relaciones entre sujetos de derecho. Mientras la ciencia jurídica convencional se había ocupado de manera tradicional de explicar y justificar instrumentos, instituciones, principios y medidas, el naciente derecho administrativo debía centrar su atención antes que en analizar su contenido, en justificar su existencia y su aparente esencia de ser resultado de una escisión del derecho común o convencional o cuando menos del derecho privado.

			El derecho administrativo podría decirse que en su génesis sufrió una “crisis de identidad” y ésta a su vez fue el motor de su creación, es decir, de la consciente identificación teórica de la necesidad de que existan unas normas distintas en su esencia a las del derecho común, cuando quiera que estas reglen situaciones públicas en general o administrativas en particular, se pasó a fundamentar teóricamente esta necesidad.

			Este énfasis teórico –por no decir obsesión– del derecho administrativo es más que comprensible; no es nada distinto de la lógica que tendría la argumentación de una parte que se escinde de un todo proclamándose distinta. Sin embargo, este rasgo distintivo del derecho administrativo debe ser superado; los estados de derecho y las sociedades que poseen un derecho administrativo han tenido tiempo suficiente para aprender a convivir con esa existencia, han aprendido a diferenciar de las típicas relaciones objeto del derecho privado, otras relaciones jurídicas que son objeto de un llamado de derecho administrativo. Lo fundamental hoy no es insistir en la diferencia, es más bien comprender los motivos de la supervivencia de esta disciplina jurídica, es decir, la supervivencia de regímenes normativos distintos frente a hipótesis similares, y utilizar esta comprensión para seguir marcando la diferencia en sentidos más amplios o restringidos.

			Con esta perspectiva, desarrollaremos en el presente capítulo una confrontación teórica entre aquellos que han negado la oportunidad y la existencia misma de un derecho administrativo, y aquellos que la han justificado. Para con base en ello y fundados en lo antes dicho, presentar una justificación actual de la disciplina jurídica objeto de análisis.

			A. EL FUNDAMENTO TEÓRICO DE LA NEGACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			De acuerdo con lo sostenido en la premisa de este capítulo si el derecho administrativo históricamente se ha fundado en la distinción de regímenes cuando quiera que se verifiquen algunas circunstancias, su negación consiste en el desconocimiento de esta distinción, es decir, en una proclama a la igualdad entre regímenes normativos, administrativos y comunes.

			Sin profundizar en el principio o derecho a la igualdad de talante revolucionario, este es uno de los grandes logros del liberalismo y en general del estado de derecho, al que tradicionalmente se le han reconocido unos alcances mínimos: 1) la prohibición del legislador de hacer discriminaciones entre los distintos sujetos de derecho; 2) la obligación que tiene el legislador de apreciar las diferencias existentes entre los sujetos de derecho con la finalidad de no incluirlas y, por el contrario, evitarlas al momento de hacer las leyes y; 3) la prohibición que tienen las distintas autoridades públicas de desarrollar discriminaciones entre sujetos de derecho en cumplimiento de la ley6.

			Así mismo, fruto de la ideología liberal burguesa que lo ha impulsado se ha manifestado principalmente a través de dos situaciones precisas: la igualdad ante la ley y la igualdad ante el pago de impuestos7. Para los efectos de este trabajo resulta de particular importancia la reflexión sobre la primera, en la medida en que la existencia de dos regímenes paralelos –derecho común y derecho administrativo– implicaría el quebrantamiento de este principio derecho, pero principalmente logro del constitucionalismo y la teoría del estado, toda vez que en la práctica no existiría igualdad de los sujetos de derecho ante la ley, ya que a aquellos con naturaleza pública se les aplicaría un régimen distinto (administrativo).

			De manera independiente al rigor terminológico que se adopte frente a la consideración del estado, podría decirse que “estamentos públicos” existían desde antes de las revoluciones liberales (corona, cortes, parlamentos) y, en este sentido, lo que se produce con el estado de derecho posrevolucionario no es un reconocimiento material de estos, sino un reconocimiento formal, así como la aparición de otros, estos sí novedosos (por las constituciones políticas pero principalmente por la ley); lo que resulta relevante, sin embargo, es el sometimiento de estos al derecho. En términos más exactos y cortos podría decirse que el principal logro del estado de derecho posrevolucionario es el reconocimiento de antiguos –que persisten– y nuevos estamentos públicos como sujetos públicos, es decir, como sujetos de derecho8.

			Si la condición de sujeto de derecho implica tener derechos y obligaciones, la discriminación entre sujetos de derecho público y sujetos de derecho privado es, a todas luces, contraria al principio liberal de la igualdad sobre el que se cimienta la nueva forma de estado. Esta discriminación “inviable” resulta evidente cuando quiera que se analizan relaciones entre sujetos públicos y privados, y en mínima o nula medida, cuando se hace referencia al cumplimiento ordinario de funciones públicas; dicho de una manera corriente, es comprensible cierta discriminación desde un plano constitucional, principalmente en lo atinente a su contenido orgánico, pero no desde un plano administrativo, que caracteriza interacción cotidiana entre sujetos públicos y privados.

			Cuando se analiza principalmente la responsabilidad de unos y otros sujetos de derecho, y en este campo se hacen distinciones, se aprecia con evidencia una “discriminación inviable de sustentar” al menos bajo una óptica liberal del estado en el que la igualdad es una de sus pilastras.

			Esta consideración teórica, coherente y consecuente con la ideología liberal no puede, sin embargo, apreciarse de manera descontextualizada de la historia, ni con alcances absolutos y atemporales; su manifestación más evidente se ha dado a inicios del siglo XX por parte de la doctrina juspublicista inglesa y se ha fundado principalmente en la construcción teórica de la rule of law9. Una aparente dualidad de posiciones teóricas (aceptación o negación del derecho administrativo) intensamente analizada por la doctrina10, ha cedido en tiempos más recientes a reconocimientos más o menos amplios de un derecho administrativo cuya deontología se desarrolla en algunas oportunidades por caminos cercanos a una rígida diferencia y, en otras, por caminos flexibles y con amplia influencia del derecho privado11.

			Justamente, por esta verificación de la realidad consideramos desacertado continuar pensando en la existencia de dos bandos teóricos y georeferenciados por demás, así como promover desde la doctrina, antipatía por uno u otro modelo (aparentes más que cualquier otra cosa); la incertidumbre de los límites entre lo público y lo privado que respiramos en la actualidad, debe aprender de estas diferencias en la forma de asumir la igualdad de los sujetos de derecho (públicos y privados) frente a la ley, para poder plantear la vigencia de los modernos derechos administrativos, en términos concretos y reales y alejados de las pasiones de otras épocas.

			Las consideraciones doctrinarias en torno a la negación histórica de nuestra disciplina deben servirnos para intentar entender lo que tenemos, también es trascendental para la reconstrucción del derecho administrativo la revisión de los desarrollos doctrinarios de aquellos países donde la rule of law ha marcado un camino de un derecho administrativo real y existente, pero más flexible frente a realidades principalmente económicas, que fuerzan replanteamientos permanentes entre producciones normativas públicas y privadas.

			B. EL FUNDAMENTO TEÓRICO DE LA JUSTIFICACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			Por tratarse de una disciplina jurídica que se ha formado –al menos en sus inicios– principalmente en Francia, es común encontrar referencias sobre su génesis en el movimiento revolucionario de este país12. Como lo indicaremos enseguida, esto tiene una justificación, pero de modo alguno es una verdad absoluta, toda vez que son las ideas liberales en general, así como la exigencia o voluntad de construir un régimen normativo especial, las que constituyen el presupuesto histórico necesario para la aparición de un derecho administrativo.

			Lo anterior no obsta para que no se identifique una peculiaridad francesa, que al menos en confrontación con los movimientos inglés y estadounidense, resulta definitiva para los inicios de la construcción teórica que nos interesa. El principio y/o derecho a la igualdad, que se esboza en la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano de 178913, pese al indiscutible nacimiento coetáneo de la forma de derecho del estado francés, es predicable, al menos en lo atinente a su configuración frente a la ley14, de los hombres y no de personas jurídicas públicas y privadas15, sobre todo de las primeras; dicho de una manera más clara: el estado se somete al imperio de la ley pero no es igual a los hombres, también sometidos a ella.

			Las razones históricas de esta forma de concebir el rol del estado, frente a uno de los más importantes principios revolucionarios franceses16 no son claras17 pero indiscutiblemente guardan una estrecha relación con la inspiración iusnaturalista que caracterizó la Declaración de los derechos del hombre y el ciudadano por una parte; y por la otra, la marcada influencia del derecho público romano18, muchas veces desconocido tratándose de estos argumentos. Igualmente vale la pena llamar la atención sobre una realidad administrativa evidente que coadyuva también a esta consideración: la ausencia o baja presencia de personas jurídicas, así como la verificación de una administración pública precaria, ajena aun a construcciones burocráticas y a la identificación de un número considerable de entes públicos19.

			Esta peculiaridad implica una falta de sometimiento de las instancias públicas al derecho; esta idea liberal es sin duda, también la principal fortaleza de la edición francesa de este tipo de revoluciones, sólo que no se discute siquiera la posibilidad de que ello signifique una igualdad entre los agentes públicos y privados20. Se parte, entonces, de un reconocimiento de ambos como sujetos jurídicos, pero de una desigualdad de estos frente a la ley21 que a su vez se justifica a partir de los pilares democráticos como el principio de legalidad y la legitimidad democrática de la acción de los sujetos públicos.

			Así, puede decirse que los mismos principios (liberales) que sirvieron para gestar y desarrollar una negación del derecho administrativo en Inglaterra, sirvieron para sustentar la idea de un droit administratif. Un sustento que de manera indiscutible parte de la base de reconocer el fenómeno administrativo como un fenómeno de poder, y la consecuente necesidad de soportar éste, en una legalidad plenamente apoyada y legitimada en términos democráticos.

			La desigualdad entre sujetos públicos y privados se justifica entonces, a través de la legitimidad democrática que soporta el ejercicio de actividades de las administraciones públicas y el sometimiento de estas a la ley. En la medida en que los entes públicos encuadren su actividad en los mandatos expresos de la ley y su composición y ejercicio obedezcan los imperativos de legitimidad en términos democráticos, no va a existir razón para dudar de las diferencias entre estos, y los privados que se forman al interior del ordenamiento jurídico22.

			Para una mejor comprensión, como antes lo insinuamos, la construcción teórica indicada debe apreciarse en un contexto histórico preciso, caracterizado por unas administraciones públicas en absoluto similares a las actuales en términos cuantitativos y cualitativos23. Se trata de un aparato administrativo muy pequeño que en medida mínima afecta las libertades individuales propias del liberalismo24 y que su ejercicio se caracteriza principalmente en manifestaciones de poder25 orientadas a garantizar y prevenir un “orden público”26.

			Existía pues un ambiente propicio para la construcción del sustento teórico de la desigualdad ante la ley entre sujetos públicos y privados; un ambiente en que existía claridad total de lo que hacían unos y otros, un ambiente en que las administraciones públicas se limitaban a ejercer poder y eran ajenas a actividades de tipo prestacional, y aún más empresarial, y un ambiente en el que estas, sólo excepcionalmente limitaban derechos y libertades individuales, siempre sustentadas en el ejercicio legítimo (en términos democráticos) de la ley27.

			Con estos presupuestos históricos y políticos se dan algunos reconocimientos estatales de la existencia de un número considerable de normas que rigen situaciones públicas de manera distinta a como eran reguladas tradicionalmente o como lo siguen siendo en el caso de sujetos privados28. Uno de los primeros reconocimientos, o al menos el más documentado y referido doctrinalmente de esta realidad es el desarrollado por la conocida Escuela de Inventario de la Universidad de París29.

			Un grupo de profesores (Macarel, Cormenin y De Gérando, et ál.) adelantaron un inventario normativo sobre las reglas que involucraban a las administraciones públicas de inicios del siglo XIX en Francia y evidenciaron una diferencia de éste en relación con el derecho común30. Este hecho31 considerado como una de las primeras manifestaciones doctrinarias del naciente droit administratif representa en nuestro entender una primera etapa necesaria para la construcción de unas bases teóricas del derecho administrativo: reconocer la existencia de un cuerpo de normas que más que en su objeto material se diferencia de aquellas del derecho común por su contenido y desarrollo y no sorprenderse con este reconocimiento al servirse para ello de la verificación de unos presupuestos políticos, históricos y constitucionales, como son la existencia del principio de legalidad y el sustento de legitimidad democrática de la acción administrativa.

			No obstante, este “esfuerzo” estuvo desprovisto de la intención de justificar y/o explicar el porqué de esta diferencia; es probable que los presupuestos históricos, políticos y constitucionales aludidos, fueran suficientes para presentar su reconocimiento. Sin embargo, para la doctrina sucesiva esto no bastaba y se requería consecuentemente lograr explicar el porqué de esa diferencia normativa en el tratamiento de sujetos de derecho públicos y privados; esta preocupación se fundaba probablemente en requerimientos metodológicos y de rigor teórico para una disciplina naciente, pero también obedecía a una respuesta coherente a las críticas que empezaban a darse principalmente desde Inglaterra, basadas principalmente en la incomprensión y rechazo de la desigualdad entre públicos y privados y la apreciación de esa desigualdad como privilegio para los sujetos públicos32.

			Es difícil esquematizar esta producción doctrinaria, sin pecar por omisiones o asociaciones incorrectas; centramos sin embargo nuestra atención en aquellas construcciones que de manera expresa se enfrentaron con un considerable grado de originalidad al problema y nos permitimos reunirlas y asociarlas simplemente para efectos didácticos y comprensión de nuestro trabajo. Con esta advertencia nos permitimos presentar las construcciones teóricas sobre la justificación del derecho administrativo en relación con el sujeto, con el objeto y con la finalidad.

			1) Justificación subjetiva del derecho administrativo

			Según ésta, resulta procedente un régimen jurídico administrativo siempre que se pretenda reglar una situación en la que haga parte un sujeto público. 

			Se deriva de ello, que dependiendo del grado de amplitud o restricción que se le atribuya al concepto de “sujeto público” y/o a la cantidad de estos, se tendrá un régimen jurídico administrativo más o menos extenso. Sobre lo primero vale la pena indicar que algunos identifican a éste con el concepto de administración pública como manifestación orgánica de la rama ejecutiva del poder público33; mientras que otros lo identifican con cualquier órgano o ente de naturaleza estatal34. Sobre lo segundo, se subraya la necesaria revisión histórica que esta aproximación teórica demandaría, toda vez que, como se señalará en el segundo capítulo de esta parte, que las administraciones públicas han variado de manera cualitativa y cuantitativa dependiendo de la visión del estado que se tenga en general y de manera particular la visión económica que se tenga de este.

			Independientemente de esta heterogeneidad de interpretaciones se deduce que la razón de ser del estado o de parte de sus componentes justificaría –según esta corriente– su tratamiento jurídico diferenciado en consideración al derecho común, es decir, su régimen jurídico administrativo35. Se evidencia entonces una marcada influencia revolucionaria (francesa), toda vez que, como apenas señalábamos, la distinción entre sujetos públicos y privados no se deriva en el pensamiento revolucionario de nada distinto a la consideración del rol de estado, su sometimiento al imperio de la ley y la legitimidad en términos democráticos de sus actuaciones.

			Resulta claro desde esta perspectiva que relaciones jurídicas en las que hacen parte sujetos que ejercitan legítimamente el poder público (sujetos públicos) no pueden reglarse por las normas comunes sino por un derecho administrativo. El elemento del poder público, aunque no sea el que se utilice para la construcción de esta justificación teórica, está presente por ser una de las características principales del aparato estatal en la lógica revolucionaria.

			Así mismo, en la medida en que se materialice de manera más puntual la idea de la separación de las ramas del poder público se hará evidente que la interacción de sujetos públicos entre sí y con particulares, que implica la existencia de unas reglas claras para ello, se materializa principalmente –y casi exclusivamente– en el caso de la rama ejecutiva. Una visión estrecha de los sujetos públicos que los identifica con los componentes de la rama ejecutiva, no sale de la idea de alguno o algunos, sino de la madurez de uno de los principios medulares del naciente estado de derecho36.

			En este orden de ideas, los cambios que se han suscitado en la lectura a la tridivisión del poder público, es decir, el reconocimiento de la evolución de ésta, caracterizados entre otros por la también asunción de funciones administrativas por parte de las otras dos ramas del poder público, así como por particulares, han traído consigo la dificultad de sustentar esta justificación del derecho administrativo, al menos en términos convencionales.

			2) Justificación objetiva del derecho administrativo

			En un sentido amplio, según esta justificación, resultaría procedente un régimen administrativo siempre que se identifique un objeto determinado. Se demandaría entonces la identificación de un objeto preciso; de manera similar a como acontece en el caso de otros subsistemas normativos u otras ramas del derecho.

			Esta identificación ha representado, sin embargo, desde una perspectiva histórica uno de los grandes problemas del derecho administrativo. Como se anotó, el origen de este “no es muy normal” ya que no se verificó por la identificación de una o unas situaciones o relaciones que demandaban una unidad en su estudio, sino por la necesidad de crear y justificar un régimen normativo paralelo (al común), que no entraría a reglar situaciones novedosas, sino tradicionales o comúnmente reguladas por el derecho convencional, sólo que bajo una lógica distinta, es decir, la de la verificación de sujetos públicos sometidos ahora al imperio de la ley.

			Por este motivo consideramos viable afirmar que el derecho administrativo nació sin un objeto preciso, e inclusive en sostener que esto ha implicado que estemos de frente a una disciplina, que aun en la actualidad, no tiene claro su objeto de estudio37.

			Esta curiosa característica del derecho administrativo, de manera alguna significa que no se hayan producido construcciones doctrinarias orientadas a identificar su objeto. Estas son varias y parten de supuestos disímiles, y esta heterogeneidad ofrece gran importancia para el estudio de nuestra disciplina. Sin embargo ha comportado, también, una dificultad en la comprensión del problema teórico señalado, de encontrar una justificación de la procedencia de un régimen jurídico calificable como derecho administrativo.

			Es común encontrar referencias desde esta perspectiva a la probablemente más importante construcción doctrinaria del derecho administrativo francés, conocida como la teoría de las prerrogativas públicas o de la puissance publique. Según ésta, la justificación del régimen administrativo guarda una estrecha relación con la verificación del necesario ejercicio de prerrogativas públicas por parte de algunos sujetos de derecho –en su origen públicos–; es entonces la capacidad que tienen de imponerse legítimamente algunos sujetos frente a otros lo que justifica la procedencia de un régimen jurídico administrativo38.

			De esta justificación vale la pena relevar la indiferencia que suscita la naturaleza pública o privada de los sujetos de derecho en la determinación de su régimen jurídico; de manera evidente se aleja de la connotación subjetiva, antes referida, aunque en el momento histórico de su producción ésta no hiciera pensar más que en sujetos públicos39. Así mismo, es importante percatarse de que, en términos estrictos, la connotación objetiva de esta justificación no nace de la identificación de una actividad o unas actividades precisas que merecen ser regladas por el derecho administrativo sino, más bien, de una forma de actuar que se justifica por la existencia misma del estado y que se materializa a través de la imposición legítima de “normas”40 que pueden tener unos sujetos, sobre otros en el curso de sus relaciones.

			Las dificultades aludidas, que ha debido afrontar la justificación subjetiva del derecho administrativo con ocasión de la evolución del principio de división de las ramas del poder público, no son predicables de esta justificación. Sin embargo, al partir ésta de un supuesto fáctico como es el ejercicio de prerrogativas públicas, pareciera dejar al arbitrio de la política legislativa la atribución de estas; aspecto más o menos pacífico en el momento histórico de su producción, cuando las prerrogativas eran sólo de los sujetos públicos y la teoría del estado servía para llenar de contenido ese fundamento; pero no en la actualidad, en que sujetos privados, así sea excepcionalmente, también pueden detentar prerrogativas de esta naturaleza.

			Así mismo, esta visión pareciera desconocer una realidad del fenómeno administrativo relativo a la acción de las administraciones públicas, como es la posibilidad de que estas se manifiesten sin imponerse frente a los particulares, es decir, que desarrollen actividades que no implican ejercicio de prerrogativas públicas.

			Como se dijo, la teoría de las prerrogativas públicas es sólo una de las construcciones teóricas –sin duda la más significativa– que pretendió, desde una perspectiva objetiva justificar la existencia del derecho administrativo. Otras construcciones han centrado más su atención en la producción de tentativas de identificación de actividades que dan lugar a regímenes jurídico administrativos; en estas apreciamos, en primer lugar, un fuerte nexo teleológico, verbigracia el servicio público o el interés general, motivo por el cual las consideramos al interior de la siguiente justificación y, en segundo lugar, un contenido bastante amplio y por consiguiente coincidente con una idea de administración pública en sentido material, es decir, estrechamente vinculadas con el concepto de función administrativa, al cual haremos referencia en el segundo capítulo. 

			3) Justificación teleológica del derecho administrativo

			Finalmente, según esta justificación, el régimen jurídico administrativo resulta procedente siempre que se identifiquen unas finalidades precisas inmersas en algunas relaciones entre sujetos de derecho. Como se aprecia, en un sentido amplio, se identifica con la justificación objetiva, toda vez que deja de lado, la atención en la naturaleza de los sujetos participantes y la centra, en el elemento teleológico que no es nada distinto, en última instancia, al objeto.

			Esto implica, al igual que señalábamos a propósito de la justificación objetiva, que se haga necesario bajo esta óptica identificar unas finalidades precisas de unos sujetos, capaces de sustentar, por ellas mismas, la procedencia del régimen jurídico administrativo. Aquí también pueden constatarse distintas manifestaciones doctrinarias, a veces cargadas de ideologías precisas, pero en general que corresponden a la identificación superior de las finalidades del estado.

			La visión teórica y filosófica que se tenga del estado ha comportado, consecuentemente, justificaciones del derecho administrativo que bajo esta perspectiva van desde el “bien común” o la “justicia conmutativa”, hasta el “interés general” o el “servicio público”, para citar sólo algunas de sus manifestaciones41.

			La más publicitada de estas construcciones es, sin duda, alguna la teoría del servicio público42, es decir, la consideración de este concepto como el único capaz de justificar la procedencia del derecho administrativo. Conforme a la situación de las justificaciones teleológicas ya esbozada, ésta se funda en una concepción de estado cuya finalidad última es la prestación de servicios públicos; el distinguido constitucionalista Leon Duguit en el seno de la conocida como Escuela de los servicios públicos o de Burdeos, señaló, que estos eran la razón misma de la existencia del estado y, en última instancia, el poder público se justificaba por ellos43.

			Esta idea de estado llevada a un plano jurídico administrativo, implicaba que éste resultaba procedente en cuanto era un régimen idóneo para permitir la prestación armónica de unos servicios44 que se orientaban, entre otros, por los principios de igualdad, permanencia y continuidad45. Los servicios públicos no tenían un alcance restringido ni similar a la consideración actual para la Escuela de Burdeos, eran en cambio, el concepto totalizador de las finalidades públicas que demandaba la construcción de un régimen jurídico distinto al derecho común.

			Vale la pena anotar que también en la época de la construcción de esta teoría, existía una coincidencia exacta entre sujetos públicos y sujetos prestadores de servicios públicos; por esta razón, ésta afrontó una crisis histórica cuando quiera que se verificó que los sujetos públicos por una parte no sólo prestaban servicios públicos, sino también desarrollaban otro tipo de actividades46; y por la otra, que sujetos privados por encargo preciso del estado o a través de la realización de instrumentos jurídicos de diversa índole, podían también eventualmente prestar tales servicios47.

			Ésta y otras construcciones doctrinarias de esta perspectiva tuvieron el mérito de llamar la atención a la necesidad de una justificación teleológica para el derecho administrativo, capaz no sólo de asumir los cambios que podían sobrevenir tratándose de los sujetos públicos, sino también de desviar la atención que se había centrado en razones exclusivas de estado y poder. Sólo con justificaciones de naturaleza teleológica el derecho administrativo se perfila con características propias capaces de justificar su esencia, aun por fuera del razonamiento de sujetos públicos.

			Sin embargo, la tradición de esta justificación se ha caracterizado por construcciones con una amplia carga ideológica y deontológica del estado, que han desviado la atención y muchas veces han descuidado el lugar idóneo de donde se puede deducir de manera inequívoca la teleología del estado: la Constitución Política. El positivismo jurídico, principalmente aquel de tipo formal, se ha descuidado también por largos años del alcance normativo de los fines del estado insertos en las cartas políticas; esta doble visión de un mismo problema ha comportado cierta precariedad en la apreciación científica de una justificación teórica del derecho administrativo que, como dijimos, es capaz de deslindar la discusión de esta disciplina jurídica de las discusiones de poder político y de sujetos públicos.

			Luego de esta referencia superficial de las concepciones teóricas que han soportado la idea de la existencia del derecho administrativo, y en atención a los propósitos metodológicos de este trabajo, resulta pertinente preguntarse ¿y en Colombia, cuál de las concepciones teóricas aludidas tuvo más arraigo?

			Lo anterior resulta obvio en la medida en que los fundamentos de derecho administrativo que nos proponemos presentar deben atender la realidad jurídico positiva nacional, para efectos de amalgamar una formulación teórica que cumpla con el rigor propuesto.

			Al respecto, vale la pena anotar que la doctrina nacional sobre la disciplina que se estudia, no ha sido extensa y, en buena medida, se ha caracterizado no sólo por la importación irreflexiva de no pocas instituciones foráneas sino por la implementación de una metodología, donde lo general y lo especial (fundamentos y derecho positivo) han sido concebidos de manera excesivamente separada, así como por la adopción de construcciones doctrinarias de otras latitudes y longitudes, que en el mejor de los casos, obedecieron a sus innovaciones jurídico positivas, cuando no, constituyeron a su vez copia de otro modelo.

			La comprensión de este aspecto, a nuestro juicio, puede lograrse a través de la revisión de dos situaciones distintas: por una parte, el surgimiento en Colombia de una Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; y por la otra, la revisión de las primeras obras doctrinarias de derecho administrativo nacional, o al menos, las más significativas, que se produjeron en la primeras siete décadas del siglo XX.

			En lo que respecta al surgimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se debe advertir desde ya, que a diferencia de otros países, la comunión entre ésta y el derecho administrativo nacional no ha sido perfecta en el caso colombiano48. Esta situación no obsta para no poder reconocer, que en la medida en que se esbozó una jurisdicción independiente para que conociera de las controversias administrativas, se fue construyendo, no sólo jurisprudencialmente sino también con derecho legislado, un derecho administrativo.

			En esta construcción se evidenció, en nuestro pensamiento, una proximidad muy grande a una concepción objetiva fundada en las prerrogativas públicas, al menos en la primera mitad del siglo XX, mientras que en la segunda se evidenció una marcada influencia de la concepción teleológica del servicio público, que comportó una apertura de la disciplina jurídico administrativa, a temas de antaño estudiados por el derecho común, como lo eran los contratos estatales y la responsabilidad extracontractual del estado.

			Esta situación se desarrollará en el quinto capítulo. La construcción de una fundamentación teórica del derecho administrativo acorrala muchas veces a quien intenta trabajar en ella, en la metáfora del huevo y la gallina; para efectos de una mejor comprensión de las ideas que nos proponemos con este trabajo sugerimos la revisión de este aspecto en su respectivo momento. Más difícil, resulta la revisión de la segunda de las situaciones, es decir, de la doctrina nacional con base en la realidad cuantitativa y metodológica, antes referida.

			Llama la atención la que probablemente es la primera obra monográfica de derecho administrativo nacional49, donde los profesores de la Universidad Externado de Colombia y el Colegio Ramírez, apuntan hacia la urgencia de elaboración de un “Código Administrativo” que recoja de manera uniforme, las disposiciones dispersas que regulan el funcionamiento de las administraciones públicas (muchas de ellas de origen reglamentario).

			En relación con el referente teórico no sólo de la mencionada codificación sino del estudio de un “derecho administrativo colombiano” se apunta en esta obra que existen tres posibilidades de ello: un derecho administrativo que se funda en los fines del estado, un derecho administrativo que se identifica con un conjunto de normas como las aludidas anteriormente, y un derecho administrativo que se identifica con la rama ejecutiva50.

			Otras construcciones doctrinarias, en la línea del derecho administrativo latinoamericano de la primera mitad del siglo XX –principalmente centroamericano– hacen una presentación del derecho administrativo muy vinculada al régimen político del estado colombiano. En este sentido se pueden constatar algunas consideraciones de derecho comparado, en torno a la estructura y fundamentación teórica de los estados, que constituye fundamento para un derecho administrativo51.

			Más recientemente también se han presentado consideraciones orgánicas sobre la fundamentación del derecho administrativo, donde éste es identificado con una concepción orgánica de administración pública52. Esta situación según lo anotado, tuvo bastante difusión aunque en la actualidad, según se indicará más adelante, presenta bastantes dificultades no sólo en términos “progresistas” del derecho administrativo nacional sino también desde una perspectiva histórica.

			En nuestra opinión, por la cercanía con un concepto moderno de función administrativa que se inspira en concepciones teleológicas y objetivas, resultan más interesantes las consideraciones recientes de un derecho administrativo como concreción de la Constitución Política y, en este sentido, estrechamente vinculado no con todas las funciones del estado, sino con aquella administrativa o ejecutiva, que debe diferenciarse de las funciones legislativa y judicial53.

			Como se observa, existe todo menos una unidad doctrinaria en la materia, lo que analizado de manera conjunta con las ideas de la jurisdicción de lo contencioso administrativo nos llevan a formular una idea: en Colombia tradicionalmente el derecho administrativo nacional no ha sido concebido con una fundamentación orgánica, sino sobre todo objetiva y más recientemente teleológica.

			En efecto, a inicios del siglo XX el naciente derecho administrativo no tuvo una fundamentación orgánica, es más, su principal sustento fue objetivo y se construyó en torno al concepto de las prerrogativas públicas. En la segunda mitad de ese siglo, esta consideración fue cediendo progresivamente a una concepción teórica teleológica, donde a más de las decisiones unilaterales de la administración, fueron tomando importancia los contratos, comprendidos como instrumentos para la realización de una función administrativa y con esta misma lógica se empezó a distanciar del derecho común, la idea de responsabilidad del estado.

			Sin duda alguna, en este momento histórico pudo haber existido una coincidencia de concepciones teleológicas y orgánicas, toda vez, que si bien se vislumbraba una función administrativa como motor de la disciplina que se estudia, ésta era ejercida solamente por las administraciones públicas, y resultaba difícil observarlas desarrollando actividades que no fueran susceptibles de encuadrarse dentro de esta función.

			Sin embargo, esta posible identidad se fue perdiendo, y en ese sentido se respalda nuestra idea de la ausencia de una concepción teórica orgánica, en la medida en que el derecho positivo comenzó a concebir algunas manifestaciones de administraciones públicas que no se regulaban por el derecho administrativo pese a su naturaleza, y cuya fundamentación de ello era su objeto industrial y comercial54.

			A esta situación que aún persiste en algunas modalidades de organización administrativa, tal y como se advertirá en la segunda parte de este trabajo, se le debe agregar, la también tendencia –más reciente aún– de establecer hipótesis en que los particulares se rigen por el derecho administrativo55.

			Con base en los temores metodológicos aludidos de la metáfora del huevo y la gallina preferimos presentar esta tesis desde ya, la cual esperamos sustentar de manera detallada en las siguientes páginas, donde se analizarán con algo más de profundidad, los argumentos apenas referidos y que sirven de soporte.

			Finalmente, y habida consideración de la también naturaleza descriptiva de este trabajo, según se indicó en su introducción, consideramos imperdonable no mencionar algunas construcciones recientes, que apuntan hacia el señalamiento de una génesis del derecho administrativo colombiano, no necesariamente amarradas al seguimiento de modelos europeos y especialmente franceses, sino que se concentran en la propia producción, principalmente de influencia indiana.

			La sustentación de una idea de tal naturaleza, no es ya especulación académica, encuentra manifestaciones específicas, en las que a partir del análisis de la denominada “ciencia de policía” de la que hemos hecho somera referencia en este capítulo, se presenta y analiza una producción normativa cuyo estudio y comprensión podrían apuntar hacia un incipiente derecho administrativo56.

			En nuestra comprensión, esta situación debe tenerse en cuenta, al igual que algunos referentes teóricos, construidos principalmente en Europa, los que más que derecho comparado o referente de copia, deben servirnos para la comprensión y consiguiente construcción teórica de unos fundamentos, que encontraron en el antiguo continente un contexto histórico propicio que no nos resulta ajeno, por nuestra propia historia, pero también por la, a veces, adaptación o asimilación irreflexiva que hemos hecho del mismo y, por ende, del derecho administrativo que tenemos en nuestros días.

			Conclusión. De la justificación del derecho administrativo a la construcción de una explicación de sus características y diferencias. Objeto de unos fundamentos del derecho administrativo.

			La identificación de regímenes diferenciados –comunes y administrativos– con mayor o menor amplitud es una constante global actual; pueden cambiar las denominaciones, las materias, las razones, los sujetos comprometidos, pero es una realidad fáctica verificable57. Ésta, como lo indicamos, necesita de unos presupuestos que desbordan su connotación teórica liberal y se esgrimen como efectivos mandatos contenidos en las Cartas Políticas actuales: la existencia de un poder público dividido –o poderes–, de un principio de legalidad y de una legitimidad política –democrática en las más de las veces– de quienes ejercitan de una u otra forma los poderes públicos aludidos58.

			Esta idea sustenta la ausencia de una efectiva negación teórica a la existencia del derecho administrativo; por este motivo, la justificación de nuestra disciplina jurídica no debe estar más en la base de su construcción teórica. Hoy, antes que justificar la existencia del derecho administrativo, hay que poder explicar sus diferencias frente al derecho común y este imperativo, que encuentra origen en la necesaria aplicación de uno de los pilares de nuestros estados modernos, la igualdad, constituye sin duda alguna el fundamento teórico principal de esta disciplina.

			La parte general del derecho administrativo o si se prefiere sus fundamentos teóricos debe estar conformada, en primer lugar, por una explicación coherente de las diferencias deontológicas del derecho administrativo frente al derecho común que no riña con la vigencia de la igualdad y, en segundo lugar, por la selección de unas bases objetivas y materiales que sirvan para entender los desarrollos jurídicos positivos que se produzcan fundados en esa diferencia.

			Esto, como lo hemos formulado en este capítulo, no puede producirse de manera atemporal y con pretensiones universales; se hace necesario apoyarse en la producción normativa que se pretende explicar y principalmente, en aquella de rango constitucional, de modo que de manera sistémica se construyan unas bases coherentes con la realidad social. Estas bases, más que de instrumento de análisis y comprensión de la normatividad existente, deben servir de fundamento para la producción normativa futura, es decir, como instrumento de política legislativa59.

			La metodología que se deriva de esto, consecuente con los propósitos planteados en la elaboración de este trabajo, debe apreciar en su justa dimensión las distintas justificaciones que del derecho administrativo ha construido la doctrina. Estas ofrecen cierta cercanía temporal y fueron desarrolladas a partir del reconocimiento de presupuestos comunes como la identificación entre administraciones públicas, prerrogativas públicas y finalidades públicas; un rol del estado influenciado por la ideología liberal (clásica) o al menos caracterizado por tímidas manifestaciones prestacionales y, aún más, empresariales de las administraciones públicas; una lectura rígida del principio de separación de las ramas del poder público; y un rol ausente de los particulares en materia de actividades públicas, entre otros.

			No por esto la apreciación de estas construcciones teóricas deja de ser importante y, por el contrario, su análisis y estudio ofrece luces indiscutibles en el propósito de explicar la diferencia y con base en ello trazar bases para la mejor comprensión del régimen jurídico administrativo.

			Con esta premisa nos valemos de ellas para afirmar que el derecho administrativo no puede concebirse en la actualidad como el derecho de las administraciones públicas, pues el derecho de estas es, sin duda alguna, el administrativo pero también el privado y a su vez estas no son las únicas destinatarias del régimen administrativo60.

			Si se trata de diferenciar el derecho administrativo del derecho común, esto no puede hacerse sino con base en requerimientos teleológicos que se derivan del texto político –y que se predican del estado y no únicamente de las administraciones públicas– que sirven de presupuesto para el ejercicio legítimo de prerrogativas públicas en cabeza de algunos sujetos de derecho.
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